
Con fecha 18 de julio de 2019, recibimos en este organismo recurso contra la susodicha Diligencia 
de embargo, alegando la inembargabilidad de dicha pensión de conformidad al Art. 607 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil.

Con fecha 18 de julio de 2019, tras la comprobación de la documentación presentada y constatar la 
procedencia de los fondos y su inembargabilidad por no superar el Salario Mínimo Interprofesional y 
siendo los saldos en cuenta corriente procedentes de dicha pensión, se procede al levantamiento total del 
embargo realizado y su inmediata comunicación a la Entidad Financiera, teniendo disposición total de 
dicho importe en el mismo día”. 

1.1.2.2. Administraciones Públicas y Ordenación Económica

1.1.2.2.1. Transparencia

En relación a esta materia tramitamos la queja 17/3796, promovida por un ciudadano que había dirigido 
escrito al Ayuntamiento de Cádiz interesando información sobre el estado de tramitación del Reglamento de 
Participación Ciudadana, y que, a pesar del tiempo transcurrido, seguía sin tener respuesta a su solicitud. 

El Defensor del Pueblo Andaluz acordó admitir a trámite la queja y, consiguientemente, solicitar a la 
Administración municipal que resolviese expresamente, sin más dilaciones, el escrito presentado por la 
parte promotora de la queja, informándonos al respecto. 

Como no hubo respuesta, la Institución formuló en la queja 17/3796 Resolución por la que recomendaba 
al Ayuntamiento de Cádiz que contestara al interesado, en cumplimiento de la obligación establecida para 
todas las Administraciones en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, sobre Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), dictando resolución expresa y notificando 
la misma en todos los procedimientos. 

A tal efecto la Sentencia del Tribunal Constitucional 72/2008, de 23 de junio de 2008, dictada por la Sala 
Primera (fundamento jurídico 3); permite concluir que la institución del silencio administrativo negativo -a 
diferencia del silencio administrativo positivo, que tiene la consideración de verdadero acto administrativo 
finalizador del procedimiento- se configura por ley exclusivamente como una garantía para la defensa 
judicial de sus derechos por parte de los interesados. 

Finalizamos recordando al Ayuntamiento de Cádiz los principios legales conformadores del derecho a una 
buena administración y los principios rectores de la actuación administrativa, establecidos, como norma 
fundamental del ordenamiento jurídico propio, en el Artículo 31, del Estatuto de Autonomía para Andalucía:

“Se garantiza el derecho a una buena administración, en los términos que establezca la ley, que comprende 
el derecho de todos ante las Administraciones Públicas, cuya actuación será proporcionada a sus fines, a 
participar plenamente en las decisiones que les afecten, obteniendo de ellas una información veraz, y a 
que sus asuntos se traten de manera objetiva e imparcial y sean resueltos en un plazo razonable, así como 
a acceder a los archivos y registros de las instituciones, corporaciones, órganos y organismos públicos de 
Andalucía, cualquiera que sea su soporte, con las excepciones que la ley establezca” 

Así, como de acuerdo con los artículos 133 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y, 103 de la 
Constitución, por los que la Administración debe actuar de acuerdo con una serie de principios, entre 
ellos, los de eficacia, eficiencia, simplificación de procedimientos, transparencia, buena fe, protección de la 
confianza legítima y proximidad a los ciudadanos, así como el sometimiento a la Constitución, al Estatuto 
y al resto del Ordenamiento jurídico. 

Por otra parte, de acuerdo con el artículo 3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (LRJSP), que establece que las Administraciones públicas sirven con objetividad los intereses 
generales y actúan de acuerdo con una serie de principios, entre ellos lo de eficacia y sometimiento pleno 
a la Constitución, a la Ley y al Derecho. 
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Igualmente la Administración deberá respetar en su actuación, los principios de servicio efectivo a los 
ciudadanos; simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos; participación, objetividad y transparencia; 
racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos; buena fe y confianza legítima, entre otros.

En la queja 18/1192 el interesado nos exponía que había presentado ante el Ayuntamiento de Estepa 
(Sevilla) solicitud de acceso a información y documentación, en base a la normativa de transparencia e 
información pública, obrante en expediente municipal de aprobación inicial de la modificación puntual 14ª 
de las Normas Subsidiarias del Ayuntamiento de Estepa, cuyo anuncio fue publicado en el Boletín Oficial 
de la Provincia de Sevilla.

Admitida a trámite la queja, a pesar de haber transcurrido un plazo más que prudencial desde la remisión 
de la mencionada solicitud del interesado y de nuestras peticiones de colaboración no obtuvimos respuesta 
colaboradora del Ayuntamiento.

Por las razones expuestas, formulamos Resolución en la queja 18/1192 incluyendo nuestras consideraciones 
sobre el Régimen jurídico del deber y obligaciones de transparencia en la actividad pública. 

Se trata de un deber cuyo contenido y alcance ha sido objeto de ampliación a nuestro Ordenamiento jurídico 
interno mediante la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno, y de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía.

Para la Institución, resultaba obvio que la petición y solicitud de acceso formuladas por el interesado en la 
presente queja, encontraban su encaje subjetivo en el régimen jurídico del derecho de acceso que nos ocupa, al 
igual que la correlativa obligación de la Administración municipal concernida de facilitar el ejercicio del derecho 
y el consiguiente acceso.

Por todo ello, consideramos improcedente que la Administración Municipal no contestara al interesado, 
facilitándole el acceso y obtención de la información pública que instaba, pues la información que se le solicitaba 
no figura incluida en ninguno de los supuestos de limitación del acceso a la información por posibles perjuicios 
a las materias sensibles que relaciona el artículo 14 de la Ley 19/2013 (básica estatal) y no se le ha motivado en 
ninguna otra forma la falta de respuesta. Todo ello, pese a que la información y documentación a que se pretendía 
tener acceso, ya se había elaborado y hecho pública en el Boletín Oficial de la Provincia (BOP) correspondiente, 
sin que figurara en el Portal de Transparencia, como denunciaba el interesado.

1.1.2.2.2. Administración electrónica y Protección de Datos

Una cuestión singular fue objeto de la queja 19/0502, en la que el interesado nos exponía que formuló petición 
al Ayuntamiento de La Zubia (Granada) por su supuesto bloqueo en redes sociales del Ayuntamiento y la supuesta 
limitación a su libertad de expresión, sin que hubiese recibido respuesta alguna.

En consecuencia, tras admitir a trámite la queja y solicitar informe y colaboración al Ayuntamiento, que pese 
a los reiteros formulados no contestó a nuestra solicitud de informe tampoco, razón por la cual fomulábamos 
Recordatorio del deber de colaborar y responder expresamente.

Nuestra resolución iba referida al régimen jurídico del derecho de petición, más garantista para los derechos 
e intereses del afectado, que el de cualquier otro procedimiento administrativo general que pudiera resultar 
de aplicación, además, dado que no existían en su solicitud referencias a un procedimiento administrativo 
concreto que hubiere iniciado el mismo y, toda vez que, el bloqueo en las redes sociales que denunciaba, se 
había producido en el mandato corporativo anterior. 

En el presente caso, vistas las manifestaciones del promotor de queja, no desvirtuadas por la Administración 
y, constatado que el escrito de petición presentado, en relación con su supuesto bloqueo en las redes sociales, 
no había sido objeto de respuesta pese a haber transcurrido los plazos legalmente habilitados, concluimos que 
se había producido incumplimiento del deber de contestar, legalmente establecido en la Ley Orgánica 4/2001, 
de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición.
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La respuesta del Ayuntamiento concernido no se hizo esperar y, nos ponía de manifiesto la aceptación de la 
Resolución formulada por el Defensor del Pueblo Andaluz, levantando el bloqueo sufrido por el promotor de la 
queja en las redes sociales oficiales; por lo que procedimos al cierre de las actuaciones. 

1.1.2.2.3. Organización Local

Recibimos la queja 18/0838 en la que la portavoz de Grupo Municipal en un municipio de la provincia de Sevilla 
nos exponía que, en ejercicio de sus funciones de representación política y por considerarlo necesario para el 
desempeño de su cargo de concejal, habían formulado diversas peticiones de acceso a la información y 
documentación obrante en las dependencias, registros y archivos municipales.

Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el articulo 77 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local y en el articulo 13 y siguientes del Reglamento de Organización 
Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Administraciones Locales.

Desde los Órganos de gobierno municipal -afirmaba la promovente- no se les respondía, ni se les facilitaba 
el acceso a la información y documentación solicitada.

En las actuaciones formulamos Recordatorio del deber de dar cumplimiento a los preceptos Constitucionales 
de aplicación y, a los legales y reglamentarios antes referidos y, Recomendación en el sentido de que 
se respondan expresamente y sin mas dilaciones las solicitudes presentadas facilitando el acceso a la 
información y documentación requeridas o, denegando de forma motivada el mismo. 

Como no respondiera el citado Ayuntamiento a nuestra Resolución, dimos por cerradas las actuaciones 
con inclusión de la reseña de la queja en el Informe Anual. 

No obstante, con posterioridad, el Ayuntamiento 
nos contestó justificando sus retrasos en responder 
a la interesada por lo reiterativo de sus peticiones 
de acceso a información y documentación y, en la 
falta de medios personales y materiales.

Tuvimos ocasión de tratar el régimen jurídico de 
convocatorias para la celebración de sesiones de 
Pleno, en la queja 18/3597.

El interesado, en su condición de concejal de un 
ayuntamiento de Málaga exponía que, en sesión 

plenaria constitutiva, celebrada el 10 de julio de 2015, se estableció la periodicidad trimestral de los 
Plenos Ordinarios, a celebrarse los primeros viernes de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre 
a las 20:30 horas.

Añadía que durante los años 2015 y 2016, aunque con días de retraso, se respetó la convocatoria trimestral 
de los Plenos, sin embargo, en el año 2017 tan solo se celebraron dos plenos ordinarios, el 15 de septiembre 
y el 15 de diciembre, desde esa fecha no se había vuelto a convocar Pleno Ordinario en el Ayuntamiento.

El concejal promovente, como argumento de defensa de su pretensión, indicaba que la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo señala como, la falta de convocatoria de sesiones ordinarias, limita a los concejales su 
derecho fundamental a la participación en los asuntos públicos.

Admitida a trámite la queja, solicitamos informe y colaboración al Ayuntamiento, y su respuesta fue 
ofrecida al interesado para que formulare las alegaciones que considerare convenientes a su derecho. Ambas 
respuestas, constan en el expediente de queja cuyo enlace a la publicación en la web de la Institución, puede 
ser consultado, dando por reproducidos ambos documentos en aras de la brevedad y síntesis expositivas 
de este Informe.

Instruida suficientemente la queja, en la misma formulamos Resolución incluyendo nuestras consideraciones 
sobre el alcance del derecho fundamental a la participación en los asuntos públicos reconocido en el 
Art. 23 de la Constitución y, la interpretación jurisprudencial y doctrinal del Tribunal Supremo y del 

“Acceso a la información 
obrante en los registros 
y archivos municipales”
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Constitucional; sobre el régimen jurídico ordinario del derecho de participación en los asuntos públicos, 
conforme establece la normativa básica y la reglamentaria de desarrollo en el ámbito local y, del establecido 
sobre la periodicidad de las sesiones plenarias 

Considerábamos que teniendo el municipio una población inferior a 5000 habitantes, resultaba obligada 
la periodicidad trimestral de celebración de los Plenos Ordinarios. Correspondiendo a la Alcaldía, en 
aplicación de lo establecido en el articulo 21 de la citada Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, 
velar porque así fuere. 

Por todo lo anterior, y al amparo de lo establecido en el Art. 29, Apdo.1 de la Ley 9/1983, de 1 de 
Diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, esta Institución consideró oportuno formular Recordatorio 
del deber de dar cumplimiento a los preceptos Constitucionales, legales y reglamentarios incluidos en la 
parte expositiva de las presentes Resoluciones del Defensor del Pueblo Andaluz. 

También formulamos Recomendación para que, con la mayor brevedad posible, se procedieran a remover 
los obstáculos que dificultaban o pudieran impedir en el futuro, la convocatoria de sesiones ordinarias de 
pleno con la periodicidad legalmente establecida.

Y finalmente, Sugerencia para que se adoptare por los órganos municipales de Gobierno iniciativa 
normativa para la inclusión en el Reglamento Orgánico, o en la normativa de régimen interior existente, de 
una regulación acordada y consensuada en la Asamblea municipal sobre el alcance, contenido y requisitos 
de los derechos estatutarios de los concejales y grupos políticos de la Corporación y respecto al régimen 
de sesiones de control de los órganos municipales de gobierno.

Recibida respuesta del Ayuntamiento, consideramos que éste aceptaba nuestra Resolución en los siguientes 
términos:

“En contestación a escrito remitido a esta Corporación por el Defensor del Pueblo Andaluz sobre la queja 
con el número de expediente indicado en el encabezado, en la que se contiene resolución con recomendación 
y sugerencia, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 9/1983 se pone de manifiesto 
la aceptación de la resolución adoptada.”

1.1.2.2.4. Servicios municipales

Tuvimos ocasión de tratar cuestiones vinculadas al funcionamiento de los servicios municipales en la 
queja 18/7510 en la que el Administrador de una Comunidad de Propietarios de edificio de viviendas en 
régimen de propiedad horizontal, en Torremolinos (Málaga), nos exponía que en el edificio referido reside 
una persona que está causando problemas para la normal convivencia, además de, perjuicios a la salubridad 
del inmueble. 

Según nos exponía instaron ante las Administraciones Local y de Justicia la adopción de medidas que 
resuelvan este grave problema, resultando que no se acometen ni finalizan, llevando ya tres años en esta 
situación.

Posteriormente se personó en nuestras actuaciones otro vecino afectado como interesado, manifestando 
que se trataba de un gravísimo caso de insalubridad comunitaria extrema y nos solicitaba información sobre 
las actuaciones emprendidas por nuestra parte, instando que hiciéramos lo posible en aras del derecho a 
la protección de la salud de sus hijos y de todos los vecinos que allí viven. 

Solicitado informe al Ayuntamiento, se nos respondía desde los Servicios Sociales:

“Se inicia en enero de 2019 nuevo trámite para solicitar orden de entrada en el domicilio para proceder a 
la retirada de enseres y limpieza e higienización del mismo, para ello se remite notificación de providencia, 
en el que se concede plazo de quince días para que limpie su vivienda, en caso de no realizarse se informará 
al Decanato de Málaga solicitando la orden de entrada para proceder a la limpieza del inmueble e ingreso 
involuntario temporal...” Decir que la notificación fue enviada con dos agentes de policía local, y que no 
deseaba firmar recibí, pero si se realiza la entrega del mismo”. 
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Con fecha 14 de febrero de 2019, recibimos nuevo informe del Ayuntamiento, en el que la Alcaldía, 
tras una larga exposición de antecedentes que se remontaban al 2016, y reseña de diversos expedientes 
tramitados por distintas Delegaciones y Servicios municipales al respecto con objeto de adoptar medidas 
en vía administrativa para resolver la preocupante situación de falta de higiene y salubridad en el edificio, 
nos informaba lo siguiente: 

“Le comunico que a la vista de los Antecedentes, y en virtud de la legislación citada y de aplicación, 
podemos concluir que esta Delegación Municipal de Medio Ambiente y Sanidad ha actuado correctamente 
en el ámbito de sus competencias, máxime cuando el asunto esta en vía judicial desde el 2 de marzo 
de 2016 en el Juzgado de Primera Instancia nº 3 de Torremolinos, por denuncia de la Comunidad de 
Propietarios, según indica D. ... en su escrito de fecha 19 de octubre de 2018, asentado en el Registro 
General de Entrada de este Ayuntamiento bajo el número 45948, de 23 de octubre de 2018. Es por ello que 
este Ayuntamiento se ve imposibilitado para actuar en la vivienda y garaje privados sin la correspondiente 
autorización de la Administración de Justicia conforme al articulo 18.2 de la Constitución que establece 
a tenor literal “el domicilio es inviolable ...” 

Acto seguido, formulamos Resolución que puede ser consultada en el enlace facilitado.

En la misma recordamos al Ayuntamiento las potestades municipales en materia de protección de la 
sanidad y salubridad ambientales de los vecinos y en sus lugares de convivencia y las competencias de 
control sanitario del medio ambiente y de edificios y lugares de vivienda y convivencia humana, entre otras.

Por cuanto antecede, y con independencia de las actuaciones que estuvieren llevando a cabo la Comunidad 
de Propietarios ante los juzgados y tribunales y, los propios Servicios Sociales del Ayuntamiento de 
Torremolinos, sobre la incapacitación civil del causante del problema sanitario, considerábamos necesario 
que la Administración municipal, actuando de oficio instare, con carácter de urgente, el oportuno 
mandamiento judicial para entrada en domicilio y, una vez obtenido aquél, procediera asistida de la Policía 
Local y de los operarios municipales necesarios, a la entrada en la vivienda y al restablecimiento de la 
salubridad e higiene alteradas.

Recibido informe del Ayuntamiento de Torremolinos, éste nos respondía en los siguientes términos:

“Primero. En primer lugar exponerle nuestra total aceptación a su Recordatorio en orden al cumplimiento 
de los preceptos legales que en el mismo se detallan y a la Recomendación formulada.

Segundo. Poner en su conocimiento que a consecuencia de distintas actuaciones que se han ido realizando 
desde las Delegaciones de este Ayuntamiento, por parte de la Asesoría Jurídica se ha iniciado un 
Procedimiento de Solicitud de Entrada en Domicilio el cual es tramitado ante el Juzgado de lo Contencioso 
Administrativo nº 2 de Málaga. Procedimiento de Autorización de Entrada a Domicilio 461/2019; y 
actualmente estamos a la espera del dictado del Auto que en su caso autorice la intervención en la vivienda 
sita en C/ (...). objeto de la presente Queja...

Tercero. Igualmente por la Concejalía de Servicios Sociales y Vivienda se ha elaborado un Protocolo de 
Actuación Municipal ante situaciones de riesgo para la salud pública (Síndrome de Diógenes) y otras 
situaciones de insalubridad en viviendas y locales.”

Vista la aceptación de la Resolución, finalizamos las actuaciones de la queja. 

1.1.2.2.5. Responsabilidad patrimonial

En relación a los procedimientos por responsabilidad patrimonial, la ciudadanía nos plantea cada año sus 
quejas sobre las administraciones públicas (principalmente en relación con los Ayuntamientos) para que 
procedamos a la supervisión y control de las actuaciones llevadas a cabo en los expedientes administrativos 
iniciados a instancia de parte en la materia. Así los expedientes de queja 19/0059; 19/1250; 19/4359; 
18/1013; 18/44843; 18/6139 y 16/6562.

Por regla general, en la tramitación de los expedientes por responsabilidad patrimonial se sigue el 
procedimiento legal y reglamentariamente exigido, y por las administraciones concernidas se comprueba 
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el cumplimiento de los requisitos establecidos para iniciar el procedimiento: que no haya transcurrido más 
de un año, que el daño haya sido efectivo, evaluable económicamente e individualizado y siempre que 
no exista el deber jurídico de soportarlo; que se aporte prueba suficiente por el interesado; cumpliendo 
igualmente el plazo de resolución administrativa (6 meses).

No obstante, hemos recibido quejas por la irregular tramitación de procedimientos de responsabilidad 
patrimonial, en los que la Administración reclamada incumple sus obligaciones en la materia, produciéndose 
en bastantes ocasiones una tramitación muy lenta, con demoras, errores e incidencias injustificables. 

En otras ocasiones, aun cuando se dicte finalmente resolución, la Administración, lejos de reconocer 
y asumir la responsabilidad reclamada, deriva al menos inicialmente, la misma a terceros que prestan 
servicios o realizan actividades por cuenta de la propia administración reclamada, eludiendo la misma el 
deber de llevar acabo actuaciones administrativas más sensibles y acordes con el principio genérico de 
tutela efectiva que, en el ejercicio de los derechos e intereses legítimos de los ciudadanos, se reconoce ex 
artículo 24 de la Constitución.

Así en 2019, resolvimos la queja 18/1013, promovida por un padre cuya hija tuvo un accidente de bicicleta, 
mientras circulaba por una calle de Marbella (Málaga). Añadía que efectuaron la correspondiente denuncia 
en la Policía Local, adjuntando fotos e informe del médico de urgencias. También manifestaba que iniciaron 
una reclamación por los daños ante el Ayuntamiento de Marbella, sin que recibieren respuesta.

Solicitado informe al Ayuntamiento en fecha 19 de marzo de 2018, el mismo nos contestó que desde la 
fecha de presentación de la solicitud por parte de la persona interesada (el 20 de junio de 2016), habían 
nombrado instructora en el expediente por responsabilidad patrimonial, constando que la misma solicitó 
informe a la Delegación Municipal de Obras y Servicios en fecha 25 de enero de 2017, siendo reiterado tal 
informe a la Delegación con fecha 26 de marzo de 2018, sin que se hubiere recibido aún.

Por tal motivo, formulamos Resolución que consta en el enlace que facilitamos, recordando la obligación 
de resolver expresamente las solicitudes de los interesados y la tramitación de los procedimientos de 
responsabilidad patrimonial, conforme a la normativa legal y reglamentaria establecida al efecto.

El Ayuntamiento tras la recepción de nuestra resolución contestó que habían ultimado el procedimiento y 
que habían resuelto, reconociendo lo excesivo del plazo de tramitación, pero desestimando la reclamación 
presentada al no concurrir los obligados factores exigidos por la normativa para poder apreciar la 
Responsabilidad Patrimonial de esta Administración.

Por nuestra parte, considerando que tras la tardía y lenta tramitación del expediente de responsabilidad 
patrimonial, la Administración municipal, lejos de reconocer y asumir la misma, parece indicar que al 
haberse producido la caída en bicicleta y daños de la menor, hija del reclamante, en una vía pública en 
la que se realizaron obras de canalización de servicio por compañía suministradora, el Ayuntamiento no 
tendría ninguna responsabilidad. 

Pese a ello, entendemos que hubiera sido deseable una actuación administrativa más sensible y acorde 
con el principio genérico de tutela efectiva que, en el ejercicio de los derechos e intereses legítimos de los 
ciudadanos, reconocido ex artículo 24 de la Constitución, debería haber aplicado en este caso – en nuestra 
opinión- el Ayuntamiento reclamado.

Además, la Administración municipal debería haber tenido muy presente lo que establece el artículo 106.2 
de la Constitución, que dispone: “los particulares, en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho 
a ser indemnizados por toda lesión que sufran en cualesquiera de sus bienes y derechos, salvo los casos 
de fuerza mayor, siempre que sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos”. En razón 
a la discrepancia técnica surgida, archivamos las actuaciones reseñando las mismas en el Informe Anual.

Otra singular tramitación administrativa, respecto de un procedimiento de responsabilidad patrimonial 
tuvimos ocasión de supervisar en la queja 16/6562 en la que la promovente de la misma planteaba que, en 
octubre de 2015, formuló solicitud de indemnización por responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento 
de San Fernando (Cádiz), a consecuencia de una caída que había sufrido en la vía pública. Sin que recibiera 
respuesta.
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Admitida a tramite la queja, en un primer momento nos contestó (en fecha 25 de mayo de 2017) la 
Administración municipal, afirmando que estaba procediendo a “la introducción de ajustes específicos en 
la estructura administrativa con el objeto de asignar a una única unidad organizacional la tramitación de 
los expedientes en materia de responsabilidad patrimonial, a los exclusivos efectos de agilizar su gestión 
para un mejor servicio a la ciudadanía.” 

De acuerdo con aquel ofrecimiento e información le contestamos a la Administración municipal que 
quedábamos a la espera de conocer las posteriores actuaciones que se adoptaren en dichos expedientes 
de responsabilidad patrimonial y, en especial, de la resolución que se adoptare en los mismos.

Como quiera que desde la citada comunicación, nada se respondía respecto a la resolución del expediente 
de responsabilidad patrimonial iniciado a petición de la interesada en la presente queja, con fecha 18 
de junio de 2018, se formula Recordatorio del deber legal de tramitar y resolver expresamente aquel 
procedimiento y, Recomendación de que se notificare a la interesada la resolución recaída al respecto.

La respuesta municipal casi instantánea (registrada de salida el 17 de julio de 2018, con el número 26684) 
nos indicaba que por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nº 4 de Cádiz, se dictó Auto el 11 de 
enero de 2018, que en su parte dispositiva, afirmaba “se declara la terminación del presente procedimiento 
por satisfacción extraprocesal. Sin costas”.

A la vista de la respuesta, procedimos a cerrar las actuaciones de la queja y a comunicar a la interesada 
que el asunto se encontraba solucionado y que se procedía al archivo del expediente, sin embargo, con 
posterioridad (el 7 de agosto de 2018), la interesada se dirigía nuevamente a esta Institución informando 
que no se llegó a tramitar ningún proceso judicial; que no había recibido el Auto de enero de 2018 al que 
se refería el informe del Ayuntamiento, y que no tenía noticia de ningún acuerdo con el Ayuntamiento. 

Añadiendo que tenía conocimiento de que hubo más personas que sufrieron caídas y reclamaron al 
Ayuntamiento, por lo que considera que habría podido existir un error en la identidad de la persona referida 
en el informe remitido por el Ayuntamiento a esta Institución. 

En consecuencia y ante la situación de hecho descrita por la interesada, reabrimos las actuaciones y 
solicitamos informe al Ayuntamiento, que nos respondía lo siguiente:

“(...), conforme a información suministrada por el Técnico responsable de la tramitación de dicho 
expediente, se ha producido un error en la identificación del mismo al haberse confundido con otro 
expediente de responsabilidad patrimonial en el que existe similitud en el nombre y apellidos de la 
interesada, y al que se corresponde el Auto del Juzgado de lo Contencioso Administrativo nº 4 de Cádiz 
referido en anteriores comunicaciones.

Con respecto al expediente iniciado por Dña...., el Técnico competente manifiesta que en fecha 27 de 
noviembre ha sido requerida por escrito para la subsanación de defectos en su escrito de reclamación, 
concediéndole para ello el plazo previsto legalmente”

Vistos los antecedentes expuestos y la información y documentación obrante en el expediente de referencia 
y, constando que la interesada inició el procedimiento de responsabilidad patrimonial en octubre de 2015 
y que el mismo sigue, no sólo sin resolución, sino que, a fecha 11 de marzo de 2019, se habría acordado 
proponer por el Servicio competente, la admisión a trámite de la reclamación de la interesada, formulamos 
al Ayuntamiento de San Fernando, la Resolución que puede ser consultada en el enlace que facilitamos, 
recomendando la necesidad de dar ya una respuesta urgente a la interesada, sin más dilaciones por el 
Servicio correspondiente.

Pese a la Resolución del Defensor del Pueblo Andaluz, todavía el Ayuntamiento nos respondió que habían 
dado traslado de lo instruido a la empresa concesionaria del servicio de limpieza de la vía publica, para 
que formulara alegaciones al respecto, por lo cual consideramos como no aceptada nuestras Resoluciones, 
razón por la que procedemos al cierre de las mismas, con la inclusión en el Informe Anual.
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1.1.2.2.6. Actividad de fomento: ayudas, subvenciones e incentivos

En la queja 18/4919 el interesado expresaba su disconformidad con la falta de un régimen de precios 
acorde a las necesidades económicas de las familias en los servicios prestados por Inturjoven. En concreto 
señalaba lo siguiente: “... se deberían modificar las tarifas de precios con objeto de contemplar una 
reducción de las mismas para las familias numerosas en atención a su especial vulnerabilidad”.

Tras instruir la queja, formulamos en la misma la siguiente Resolución:

“Recordatorio del deber de cumplir los preceptos de legalidad constitucional y ordinaria que hemos 
referido en la parte expositiva. 

Sugerencia de que sea valorada la posibilidad de promover una modificación del actual régimen de tarifas 
de Inturjoven, de modo que el precio a abonar por el disfrute de sus instalaciones pueda tener en cuenta 
la diferente capacidad económica de las personas o familias, especialmente en el supuesto de familias 
numerosas o familias monoparentales”. 

Siendo rechazada la Resolución indicada, por cuanto que Inturjoven no tenía capacidad para dilucidar 
sobre las condiciones de necesidad socio-económica de las familias, ni medios personales ni materiales para 
realizar aquellas valoraciones, razón por la cual procedemos a la inclusión de la queja en el Informe Anual. 

1.1.3. Actuaciones de oficio, colaboración de las Administraciones y 
Resoluciones no aceptadas

1.1.3.1. Actuaciones de oficio
Tramitamos expediente de queja 19/1994 promovida frente al Ayuntamiento de Zufre (Huelva), tras 

las actuaciones llevada a cabo en la queja 18/5970, promovida a instancia de parte y tras comprobar 
mediante accesos al Portal de Transparencia del Ayuntamiento de Zufre, y por indicación de la que 
fue parte interesada en aquella queja, que en fechas de 17 de diciembre de 2018 al 21 de febrero de 
2019, no se habían incluido en el citado Portal la reseña y publicación de las actas de las sesiones de 
pleno celebradas desde la última que consta incluida, de fecha 14 de julio de 2015.

Cabía tener en cuenta al respecto, la obligación de hacer públicas las actas de las sesiones plenarias 
de las Entidades Locales, tras la redacción por el Secretario/a de la Corporación. Dichas actas habrán 
de ser sometidas a su aprobación como primer asunto del orden del día de la sesión ordinaria siguiente 
y si resultare aprobada, deberán ser sometidas a la publicación pertinente.

La normativa de transparencia autonómica (articulo 10.3, de la Ley 1/2014, de 24 de junio, de 
Transparencia Pública de Andalucía) ha establecido al respecto la obligación respecto de las entidades 
locales andaluzas de “publicar, además, la información cuya publicidad viene establecida en la Ley 
5/2010, de 11 de junio, así como las actas de las sesiones plenarias”.

Igualmente iniciamos la queja 19/3717 respecto a la Agencia Tributaria municipal de Sevilla, pues 
coincidiendo con cambio de ubicación de sede de la Gerencia, recibimos diversas quejas promovidas 
a instancia de contribuyentes afectados, en las que se nos ponía de manifiesto, si no directamente, sí 
al menos indiciariamente, la generación de incidencias en la tramitación de procedimientos de gestión 
y recaudación tributarias. Al momento de la elaboración del informe Anual, la queja referida continua 
en trámite.

Finalmente debemos dejar constancia de la queja 19/4025 promovida sobre el funcionamiento y 
dotación de medios personales y materiales del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de 
Andalucía (CTPDA), iniciada ante la Consejería de de Turismo, Regeneración, Justicia y Administración 
Local.
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